Carátula 


SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Es la hora 14 y 43 minutos.) 
-Dese cuenta de los asuntos entrados. 
(Se da de los siguientes:) 


«Proyecto de ley acordado por la Subcomisión por el que se reforma el Código del Proceso 
Penal. 


Nota del Ministerio del Interior dando su opinión sobre el informe de Estudios Legislativos de 
la Cámara de Senadores y documento que contiene la información solicitada por la Comisión respecto 
de las residencias que se han tramitado ante la Dirección Nacional de Migraciones». 


-Respecto al primer asunto entrado podemos informar que la versión del proyecto de ley de 
reforma del Código del Proceso Penal elaborado por la Subcomisión, en este momento se encuentra 
en imprenta. Lo recibiremos en el correr de esta sesión y luego los miembros de la Comisión decidirán 
qué trámite le asignarán. 


En cuanto al segundo asunto entrado referente a un informe del Ministerio del Interior, que ya 
fuera repartido, quiero señalar que corresponde a un proyecto de ley que fue votado y aprobado en 
general en la Comisión, pero el artículo 1% no fue aprobado, aunque sí el artículo 2”. De todas maneras, 
se resolvió elevarlo al Plenario y la Bancada del Frente Amplio haría llegar el nombre de quién actuaría 
como miembro informante. 


SEÑOR NIN NOVOA.- Estamos analizando la posibilidad de reconsiderar este proyecto de ley. En 
realidad, nos parece de mejor procedimiento que el resultado de la votación represente la mayoría, 
cosa que no fue así. Más allá de las incorporaciones que se hicieron, que mejoraban esta norma, nos 
parece que a poco más de un mes para que finalice el período legislativo, el hecho de que vuelva a la 
Cámara de Representantes por una modificación de los plazos -entre quince y treinta días- que tiene el 
Ministerio del Interior para dar las aprobaciones, nos haría correr un riesgo muy alto de que este 
proyecto no salga. A esto se agrega que el Poder Ejecutivo tiene mucho interés en que esto se 
apruebe. 


Por lo tanto, pedimos que se reconsidere la votación del proyecto para ver si podemos 
enviarlo al Plenario tal como venía de la Cámara de Representantes. Sé que es un inconveniente, una 
molestia y también sé que los que no vinimos en aquella ocasión somos los responsables de que haya 
sucedido esto. Por lo tanto pedimos la benevolencia de los señores Senadores de la oposición para ver 
si se puede rever aquella votación. 


SEÑOR DA ROSA.- En lo personal, no tengo problema en que se plantee la reconsideración. No 
tendría inconveniente en acompañar esa propuesta, pero me pregunto si es necesaria, porque si el 
Frente Amplio tiene una voluntad política que responde a directivas del Gobierno porque está muy 
interesado en llevar adelante ese proyecto de ley, tiene mayoría en el Cuerpo como para introducir 
modificaciones al texto que aprobó la Comisión en el sentido de que pretenden que no sea 
modificatorio de lo que remitió la Cámara de Representantes. A la oposición nos quedarán las 
opciones de acompañar o de no votar la iniciativa pero, de cualquier manera, eso no va a incidir. 


Esta es mi opinión; no sé qué piensa al respecto el señor Presidente. 


SEÑOR PRESIDENTE.- No tengo inconveniente en reconsiderar este proyecto de ley y anuncio que 
daré mi voto favorable para su reconsideración pero, por una cuestión de economía procesal en estas 
circunstancias en las que nos falta tiempo para tratar todos los temas que tenemos pendientes, pienso 
que lo mejor es cortar por lo sano y poner nuevamente a votación el proyecto de ley remitido por la 
Cámara de Representantes. De esa manera, la iniciativa ya saldría directamente con el voto de la 
mayoría e iría al Plenario en esas condiciones, así nos ahorramos eso de votar primero un proyecto de 
ley, que no se aprueba, y luego el otro. Después cada cual dirá lo que quiera decir al respecto. 


SEÑOR NIN NOVOA.- Con el agregado, además, señor Presidente, de que en Sala habría que 
articular y volver a numerar todo el proyecto de ley, lo que sería bastante engorroso de hacer en Sala. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Entonces, si la Comisión me autoriza -tal vez no sea este el procedimiento 
más ortodoxo- primero votaríamos la reconsideración del proyecto de ley y, en segundo término, 
pondríamos a votación el proyecto de ley tal como vino aprobado por la Cámara de Representantes. 
Quiere decir que en una sola votación liquidaríamos el tema. 


(Apoyados.) 


-A continuación, entonces, pasamos a votar la reconsideración del proyecto de ley enunciado 
como segundo asunto entrado, que ya se había aprobado y que tuvo el resultado que todos 
recordamos. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 
-7 en 7. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


Ahora, de acuerdo con lo anunciado, vamos a poner a votación el proyecto de ley sancionado 
por la Cámara de Representantes. Se ha sugerido que se vote en bloque. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 
-4 en 7. Afirmativa. 
Corresponde designar miembro informante. 
SEÑOR LÓPEZ GOLDARACENA.- Propongo al señor Senador Nin Novoa. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar. 
(Se vota:) 
-6 en 7. Afirmativa. 
El miembro informante será el señor Senador Nin Novoa. 


Corresponde considerar el segundo punto del orden del día, es decir, el proyecto de ley 
relativo al Colegio Médico del Uruguay. Como se recordará se hizo, en su momento, una propuesta en 
Sala. También se había manejado algún texto sustitutivo y lo último que sucedió fue que la señora 
Senadora Moreira pidió un tiempo para consultar con los representantes de su partido en la Comisión 


de Salud Pública. Habida cuenta de que la señora Senadora no está presente y su suplente señala que 
no tiene instrucciones al respecto, propongo que su consideración se aplace para la próxima sesión. 


(Apoyados.) 
-Entonces, así se procederá. Aplazamos la consideración del tema para la próxima sesión. 


Corresponde considerar el tercer punto del orden del día, proyecto de ley sobre Tráfico Ilícito 
de Armas. 


Este proyecto de ley vuelve a Comisión modificado por la Cámara de Representantes. 


SEÑOR NIN NOVOA.- Como todos sabemos -no me voy a extender en eso- lo que tenemos que 
resolver es la aceptación o el rechazo a las modificaciones que realiza la Cámara de Representantes. 
Si bien se trata de una iniciativa a la que si se le cambiaron algunas normas en la Cámara de 
Representantes, sigue siendo de alta prioridad para el Poder Ejecutivo. Si no se aceptaran las 
modificaciones traería como consecuencia que el tema deba pasar a consideración de la Asamblea 
General, y en ese ámbito se necesitan mayorías especiales, las que, con toda seguridad, no se 
conseguirán. Entonces, en virtud de la importancia que le asigna el Poder ejecutivo a este proyecto, 
proponemos que se discuta el tema y se vote favorablemente dichas modificaciones. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el proyecto de ley tal como 
viene aprobado de la Cámara de Representantes, en los términos propuestos por el señor Senador Nin 
Novoa. 


(Se vota:) 
-4 en 7. Afirmativa. 
Corresponde designar al miembro informante. 
SEÑOR NIN NOVOA.- Propongo al señor Senador Rosadilla. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 
-7 en 7. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


Corresponde considerar el cuarto punto del orden del día, proyecto de ley relativo a la 
designación de curador en previsión de una futura incapacidad. Se había distribuido una consulta de la 
doctora Ema Carozzi al respecto. Confieso que no he tenido tiempo de estudiar el dictamen de la 
doctora, razón por la cual solicitaría que se postergue la consideración del tema para la próxima 
sesión. 


El último proyecto antes de volver a la consideración del primer punto -según se me 
señaló en un momento llega de imprenta la versión del Código preparada por la Subcomisión- es el 
proyecto de ley relativo a la Ciudad de Tranqueras, se la declara Capital de la Forestación y la Madera. 


SEÑOR DA ROSA..- El Diputado que planteó la iniciativa presentó una nota solicitando que la Comisión 
modificara el proyecto de ley y que en vez de ser la ciudad de Tranqueras la Capital de la Forestación y 
la Madera, fuera de la Sandía y la Forestación. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Habíamos realizado consultas al Diputado proponente, al Rotary Club y al 
Municipio de Tranqueras que no ha respondido todavía, pero sí está en nuestro poder la respuesta del 
Diputado Rubenson Silva que será leída por Secretaría. 


Léase. 
(Se lee:) 


«Montevideo 16 de julio de 2014, Cámara de Senadores, Comisión de Constitución y 
Legislación. 


Sr. Presidente Senador Ope Pasquet 
Presente 
De mi mayor consideración: 


Ante la Nota 13/14 de esta comisión remitida con fecha 15 de julio de 2014, para conocer mi 
opinión sobre la conveniencia de mantener la denominación propuesta en el Proyecto de Ley que 
denomina “Tranqueras Capital de la Forestación y la Madera”, manifestamos nuestro acuerdo con la 
propuesta del Rotary Club Tranqueras. 


Si bien entendemos que la principal producción de la zona es la madera y que el objetivo del 
proyecto era justamente destacar Tranqueras como centro de dicha producción para que en cualquier 
lugar del mundo, cuando se refieran a dicha producción en Uruguay, se focalicen las miradas allí donde 
está concentrada la mayor producción, ante el planteo del Rotary hacemos acuerdo y compartimos que 
la designación sea “Tranqueras Capital de la sandía y la Forestación”. 


Sin más, aprovecho la oportunidad para saludarlos atentamente quedando a disposición de 
dicha comisión.» 


-En consideración. 


SEÑOR DA ROSA.- Como recordarán los señores Senadores, cuando este tema se trató en forma 
preliminar, hice hincapié en que en Tranqueras de Rivera había una campaña con el objetivo de 
potenciar o destacar la capacidad productiva de la sandía y de la madera. Incluso, recordé que 
anualmente allí se realiza un festival denominado «Festival de la sandía y la forestación», por lo que 
era probable que el proyecto de ley fuera en esa misma línea. Esta nota que nos hace llegar el 
Diputado autor de la iniciativa confirma que eso es así. 


Reitero que no soy muy afecto -así lo dije ese día y lo reitero ahora- a esto de designar 
ciudades o poblaciones con el nombre de capital de alguna cosa porque creo que eso tiene un efecto 
muy efímero, no tiene mayor trascendencia en cuanto a captación de inversiones; además, porque 
corremos el riesgo de lesionar el derecho de otras zonas a solicitar lo mismo. Hay otras zonas del 
departamento de Rivera en donde la forestación es muy fuerte y lo mismo sucede en Tacuarembó, 
Paysandú y ni que hablar en Río Negro. Si hay un lugar en el que debería designarse alguna población 
con una referencia a la madera, sin duda, tendría que ser Río Negro. Sin embargo, soy consciente de 
que hay antecedentes en este sentido y recuerdo que se votaron otras leyes que designaron, por 
ejemplo, a Cardal como Capital Nacional de la Leche. En lo personal, no pertenezco al departamento 
de Rivera pero soy de la zona y no me voy a poner en contra de esta designación porque conozco la 
importancia de la sandía y la madera para la zona de Tranqueras de Rivera. Obviamente, voy a 
acompañar esta iniciativa pero dejo planteada la reserva porque me parece que el Parlamento debe 
ser cuidadoso con las designaciones. Digo esto porque, por ejemplo, quizás mañana se me ocurra 
proponer que Paso de los Toros pase a ser la Capital de los Lagos y esto podría ser complicado porque 
podría suceder que en el futuro otras ciudades o poblaciones reclamen algo parecido y presenten un 
proyecto de ley solicitando que también se los declare Capital Nacional de la Madera. Si eso sucediera, 


¿cómo podríamos medir o determinar quién tiene mayor o menor razón para hacerse con esta 
designación? Lo mismo sucedería con cualquier otra población del departamento de Florida, de San 
José o Colonia que viniera a plantear que considera que tiene más derecho a ser designada como 
Capital Nacional de la Leche. Estaríamos ante un gran lío porque deberíamos decidir quién tiene la 
prioridad. Reitero, menudo lío habría si otra población de Florida, San José o Colonia planteara que 
tiene mayores derechos para ser la Capital Nacional de la Leche. Por eso no soy muy partidario de 
estas designaciones, pero en función de que ya hay antecedentes no me voy a poner en contra y 
menos de una población de una zona vecina. Si dentro de equis cantidad de años florecen los 
proyectos regionales, quizá podremos decir que son de la misma región, pero por ahora es vecina. 


Por tanto, voy a acompañar este proyecto de ley. 


SEÑOR GALLINAL.- Comparto totalmente los argumentos que planteó el señor Senador Da Rosa. 
Perfectamente podríamos intentar sentar una nueva práctica en la materia, de manera de convertirla en 
costumbre o tradición. El tema de la producción está siendo cambiante; quien hoy es capital de la leche 
mañana puede dejar de serlo, de la misma manera que quien hoy no tiene una industria forestal muy 
desarrollada mañana podría tenerla. Hace poco aprobamos un proyecto de ley por el cual se declaraba 
a Salto Capital del Cooperativismo para el año 2014. Creo que esta sería una buena idea porque 
permitiría que en años sucesivos otro departamento fuera la capital del cooperativismo. Entonces, 
pienso que se puede homenajear a Tranqueras por ser Capital de la Sandía y de la Forestación en un 
año determinado, en la medida que se organicen festejos. Es más, esto al Uruguay también le puede 
servir porque un año, por ejemplo, Montevideo puede ser la Capital de la Cultura, y para los festejos 
pueden venir personalidades de otros países o se pueden hacer promociones en base a eso. O, 
quizás, Rivera podría ser la Capital de la Forestación, para lo cual se puede hacer una gran promoción, 
un congreso, etcétera. 


De pronto podemos dejar este proyecto en el Orden del Día y hacer un intercambio verbal 
con su autor y, tal vez, con las propias autoridades del departamento de Rivera, de manera de poder 
recorrer ese camino. 


No pude estar en la sesión donde se discutió este proyecto de ley. Incluso, yo era el miembro 
informante; no sé quién lo informó. Luego me enteré de que aparecieron voces planteando el tema de 
la sandía. En definitiva, el proyecto volvió a Comisión y no creo que se hayan superado las 
discrepancias, ni creo que se superen, por el hecho de agregar la sandía. 


Si los señores Senadores de la Comisión están de acuerdo, podríamos dejar este tema en el 
Orden del Día y hacemos algunas consultas en ese sentido. Incluso, podemos promover a Tranqueras 
para el año 2015 o 2016; quizás ahora haya Alcalde en esa ciudad. Si es así, le podemos trasladar la 
idea para que se organicen los festejos correspondientes. De esa manera nos ahorramos problemas 
de futuro porque con algunas capitales ya designadas hoy existen problemas; hay competencias, cierta 
tirantez o, por lo menos, recelo. 


Es la sugerencia que quería manifestar. De esa forma nos podemos evitar una nueva 
discusión que, convengamos, no hace al fondo de ningún asunto, salvo que en el día de mañana nos 
diga el Intendente de Rivera, como también el Alcalde de Tranqueras, que están preparando un gran 
festejo. En ese caso vamos a acompañar desde el Parlamento con una decisión de estas 
características. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Creo que lo que podemos hacer es esperar a que llegue la respuesta a las 
inquietudes que planteamos al Municipio de Tranqueras y, mientras tanto, hay tiempo para realizar las 
consultas que sugería recién el señor Senador Gallinal. 


SEÑOR NIN NOVOA.- Mientras hablaba el señor Senador Gallinal se empezó a despertar mi interés 
en el tema, por lo que me gustaría hacer una reflexión en el mismo sentido. Me parece que se trata de 
una típica materia municipal; no podríamos declarar nada de esto si no hubiera habido una iniciativa 
del Gobierno Departamental, es decir, de la Intendencia, de la Junta Departamental y del tercer nivel de 
Gobierno, tal como sucede actualmente. 


¿La Intendencia Municipal fue consultada o solo lo fue la Alcaldía o el Municipio de 
Tranqueras? 


SEÑOR PRESIDENTE.- Lo que se propuso fue consultar al Municipio de Tranqueras y así se hizo. 
(Dialogados.) 


-No estoy pidiendo que se le consulte, pero me parece que en el futuro  -a fin de pensar un 
poco más a largo plazo- habría que establecer algún tipo de criterio. 


(Dialogados.) 


SEÑOR GALLINAL.- Creo que no alcanzaría con decir «la iniciativa departamental», porque después 
se genera un choque entre los Gobiernos departamentales, tal como el ejemplo que ponía el señor 
Senador Da Rosa con el tema de la leche... 


(Dialogados.) 


SEÑOR NIN NOVOA.- Por ejemplo, puede pasar que al Gobierno departamental de Cerro Largo se le 
ocurra decir que la capital departamental del arroz es Río Branco, pero el Municipio de Aceguá, que es 
la Quinta Sección, puede acotar que no, que la capital del arroz está allí y no en la Tercera Sección. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Sucede que hay precedentes, por lo que apartarse de ellos y empezar a 
sentar el criterio de que no se aprueben estas designaciones puede dar lugar a molestias y a 
resquemores. 


SEÑOR DA ROSA.- Me parece prudente el criterio planteado de esperar la respuesta del Municipio de 
Tranqueras para luego, en función de ello, tomar una determinación. De todas formas, creo que 
debería preverse algún criterio general, algún manual de práctica -por decirlo de alguna manera- para 
adoptar frente a este tipo de situaciones porque en la medida en que estos proyectos de ley se van 
extendiendo, van surgiendo nuevos y aparece otro lugar donde también se les ocurre plantear algo 
parecido. El día de mañana alguien podría plantear que Montevideo fuera la capital nacional de no sé 
qué y por ello me parece que sería bueno que hubiera una especie de manual de práctica para 
proceder en estos casos. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si estamos de acuerdo, postergamos la consideración del tema hasta recibir 
la respuesta del Municipio de Tranqueras a la consulta oportunamente formulada. 


Tenemos sobre nuestra mesa el texto del proyecto de ley elaborado por la Subcomisión 
dedicada al estudio del Código del Proceso Penal. Suponemos que los integrantes de la Comisión 
querrán dedicarle a este tema algunos días de estudio y volver a considerarlo en la próxima sesión. 


SEÑOR NIN NOVOA.- Nosotros creamos esta Subcomisión, no solo delegando la potestad en la 
redacción, sino en la confianza política de sus miembros. Creo que el señor Senador Gallinal, ante la 
eventualidad de ampliarla para terminar la redacción, dijo que estaba, al igual que todos, plenamente 
conforme con lo que los representantes políticos y partidarios habían realizado en la misma. 


Yo voy a acompañar el proyecto de ley tal como está, excepto que el señor Senador López 
Goldaracena me indique algún cambio de último momento. Personalmente deposité toda la confianza - 
creo que todos lo hicimos- en quien nos representaba, y así sucederá con el resto de los partidos. Sin 
perjuicio de eso, creo que no tenemos por qué ponerlo a votación en el día de hoy. 


Quería dejar esta constancia y hacer un reconocimiento a los miembros de la Comisión que 
trabajaron intensamente y lograron un material que es engorroso, pero que se supera en base al 
esfuerzo y al trabajo que realizaron durante tantos meses. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tenemos que decidir si votamos el proyecto de ley en el día de hoy para 
elevarlo al Plenario, o lo postergamos hasta la próxima sesión de esta Comisión, por si alguno de los 
integrantes quiere leer el texto elaborado por la subcomisión. 


SEÑOR GALLINAL.- Personalmente, respaldo el trabajo de la subcomisión. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Según recuerdo -les pido a los integrantes de la subcomisión que me corrijan- 
la única corrección significativa que puede estar pendiente es la del artículo 212. Aunque me dijeron 
que la Bancada de Gobierno lo quiere votar tal como está, hay una modificación que es necesario 
introducir: después de Presidente y Vicepresidente de la República hay que agregar a los Senadores y 
a los Representantes como aquellas personas que tienen una protección especial para el caso que se 
quiera intervenir sus comunicaciones telefónicas. 


SEÑOR LÓPEZ GOLDARACENA.- Propongo que se pase a cuarto intermedio por cinco minutos. 
SEÑOR PRESIDENTE.- La Comisión resuelve hacer un cuarto intermedio de cinco minutos. 

(Así se hace.) 

-Continuamos con la sesión. 


SEÑOR LÓPEZ GOLDARACENA.- Señor Presidente: la Bancada de Gobierno estaría de acuerdo con 
votar el proyecto de ley como viene de la Subcomisión de Reforma del Código del Proceso Penal, con 
una sola modificación en el artículo 212, concretamente en el 212.1, con respecto a que la resolución 
del Fiscal de Corte y la solicitud del Fiscal deban ser fundadas. Es claro el punto de vista técnico. Dada 
la concordancia que deben tener recíprocamente todas las disposiciones del cuerpo que estaríamos 
aprobando, las resoluciones, los dictámenes, las solicitudes de los Fiscales tienen que estar fundadas. 
Por la importancia que tiene este artículo en particular, vamos a proponer que en el artículo 212.1 se 
incluya esa cualidad a la solicitud y a la autorización que dé luego el Fiscal de Corte. En la nómina de 
las altas autoridades públicas, pedimos que se incorpore lo que detectamos como una omisión, que es 
la referencia a Senadores y a Representantes. 


SEÑOR PRESIDENTE.- ¿El señor Senador López Goldaracena quiere proponer una nueva redacción? 


SEÑOR MICHELINI.- Pienso que es muy fácil. Debería decir: «El Fiscal,» y se agrega «por resolución 
fundada», continúa «solo podrá solicitar al tribunal la intervención de las comunicaciones del 
Presidente de la República, Vicepresidente de la República» y se agrega: «Senadores y Diputados». 
Luego continúa el mismo texto hasta «previa autorización» y se agrega: «fundada» y continúa «del 
Fiscal de Corte». No sé si interpreto las palabras manifestadas por el señor Senador López 
Goldaracena. Sé que la redacción no es muy atractiva pero deja a salvo que para las autoridades que 
se están poniendo, no basta con que el Fiscal le pida al Juez, sino que también debe tener la 
autorización previa del Fiscal de Corte. Recién ahí actúa el Juez. 


SEÑOR LÓPEZ GOLDARACENA.- Creo que en lugar de resolución fundada del Fiscal, tendría que 
ser a solicitud fundada del Fiscal, y la resolución fundada sería la autorización del Fiscal de Corte. 


Entonces, la propuesta quedaría de la siguiente forma -y la leo a mano alzada para que los 
demás Senadores la puedan corregir, llegado el caso-: «El Fiscal solo podrá solicitar, de manera 
fundada,» -se incorporaría la expresión «de manera fundada», entre dos comas- «al tribunal la 
intervención de», etcétera. 


Otra posible solución sería: «El Fiscal solo podrá solicitar al tribunal, de manera fundada,» y, 
al final, luego de la palabra «autorización» y entre dos comas, el vocablo «fundada». 


SEÑOR PRESIDENTE.- Me temo que de esa manera, el requisito de la fundamentación quedaría 
referido a la solicitud que se haga al tribunal y no a la solicitud de autorización que se haga al Fiscal de 
Corte. 


SEÑOR MICHELINI.- Podríamos votar el texto así como está y en Sala corregiríamos ese artículo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Démonos unos minutos para ver si podemos corregir este texto aquí, en la 
Comisión. 


SEÑOR MICHELINI.- No creo que haya discrepancias sobre el texto en la Comisión, señor Presidente. 


SEÑOR GALLINAL.- Quiero hacer una pregunta. Si no existiera este artículo, ¿se podrían intervenir 
los teléfonos de todas las autoridades mencionadas como a los de cualquiera otra persona? 


SEÑOR DA ROSA.- Efectivamente. 


SEÑOR GALLINAL.- Esto, de alguna manera, altera el régimen de los fueros, o sea que el Presidente 
de la República podría tener intervenido sus teléfonos por una decisión judicial y lo mismo podría 
suceder con los Ministros, los Legisladores y los integrantes de la Suprema Corte de Justicia. 


Ahora bien, ¿esta es una situación de infraganti delito o de semiplena prueba de él? No, es 
intervención con fundamento. 


En mi opinión, es un tema muy delicado que coloca en jaque a la institucionalidad. No sé si no 
nos estamos pasando de revoluciones en cuanto al principio de la desconfianza que, en definitiva es el 
que rigen nuestro Código del Procedimiento Penal. Reitero, me refiero al principio de la desconfianza. 
Ahora si me dijeran en qué circunstancias, diría que esto es como el tema de los fueros. Por eso digo 
que no sé hasta qué punto no afecta al Presidente de la República. El tema de los fueros tiene una 
vigencia relativa. 


Insisto en que es un tema muy delicado y no sé qué tipo de normas existen al respecto en el 
Derecho Comparado. Estamos hablando de una democracia como la nuestra, que tiene un 
compromiso de lucha contra la corrupción que fue asumido por todos los partidos políticos y me 
animaría a decir que es un principio por el que velan todos los partidos políticos en este país que, 
lamentablemente nos golpea adentro y reaccionamos como corresponde. Pero que lleguemos a dictar 
un estatuto de estas características, por lo menos da para pensarlo dos veces. De acuerdo a las 
respuestas que me han dado, evidentemente, es necesario legislar, porque hay que hacerlo 
comprender dentro de los fueros o limitarlo de alguna manera. Quizás lo lógico sería limitarlo, porque 
una cosa es intervenirle un teléfono a un Presidente de la República que está atentando contra los 
intereses del país en la presunción de un Fiscal y, otra, hacer lo propio a un Presidente de la República 
que está «tanteando» qué decisiones tomar en problemas de Estado donde se termina sabiendo el 
resultado -porque el Gobierno se expresa a través de resoluciones- pero la mayoría de las veces no se 
conoce el camino recorrido para llegar a ese resultado; entonces, al final, terminamos juzgando el 
camino. Además, tengamos en cuenta que hoy tenemos un mundo dominado por las comunicaciones. 
Tengo entendido que con los aparatos de los que hoy se dispone, por ejemplo este celular, aun 
apagado, permite que se sepa lo que se está conversando aquí adentro. Por eso, me parece que hay 
que tener mucho cuidado. 


Creo que el tema de las intervenciones merecería, por lo menos, que nos reuniéramos otro 
día, conversáramos un poco más a fondo e hiciéramos más consultas. ¿Qué opinan el Presidente de 
la República, los ex Presidentes o los Ministros sobre este tema? Me parece que este tema genera 
mucha sensibilidad. Más aún, si entramos en esta discusión vamos a permitir que, mañana, digan 
también que nos queremos proteger a nosotros mismos, ¿no? Pues no, porque estas son normas que 
se aprueban desde el punto de vista de la institucionalidad y a futuro y estamos en vísperas de una 
renovación parlamentaria. No acepto el juzgamiento de que estamos legislando en beneficio propio. 
Creo que siempre estamos legislando mirando por lo alto y a veces nos toca legislar sobre nosotros 


mismos y no tenemos más remedio. Lo cierto es que nosotros no podemos proceder como un Juez o 
un Ministro de la Suprema Corte de Justicia que pueden excusarse para que otro resuelva por ellos. 


Compartimos que aquí hay un problema y que si bien la forma de resolverlo es otra cuestión, 
habrá que tener mucho cuidado porque es muy delicado que se admita que en un país está permitido 
pinchar el teléfono del Presidente de la República. Aclaro que no estoy hablando ya de los Legisladores 
o de los Intendentes -aunque eso tampoco me parecería bien- sino de pinchar los teléfonos de un 
Presidente de la República o de un Ministro de Estado, cosa que me parece inadmisible. 


SEÑOR LÓPEZ GOLDARACENA.- Quiero compartir con los miembros de la Comisión que este tema - 
como consta a los colegas que trabajaron junto a nosotros en la Subcomisión- no se acordó durante las 
sesiones de trabajo de la Subcomisión. Precisamente, quien habla presentó un proyecto de artículo 
sustitutivo que va en línea con lo que acaba de manifestar el señor Senador Gallinal y que habla de 
prohibir las intervenciones en las comunicaciones de las altas autoridades nacionales. Si no 
establecemos esta prohibición particular, aplica el régimen común por el cual cualquier Fiscal puede 
solicitar a un Juez la intervención de las comunicaciones sin necesidad de tener la autorización previa 
del Fiscal de Corte. Este es el régimen actual. 


Seguramente, hace cinco, seis o siete años, la Comisión debe haber tenido la misma 
discusión respecto a este tema. Cuando vimos este artículo, planteamos las mismas inquietudes del 
señor Senador Gallinal y presentamos un proyecto sustitutivo. Durante todo el trabajo de la 
Subcomisión fuimos acordando artículo por artículo todos los proyectos sustitutivos presentados por 
sus integrantes, no solamente los que mejoraban el proyecto original con consideraciones técnicas 
sino, también, políticas, en línea con el principio acusatorio y con las garantías de los ciudadanos para 
los cuales estamos diseñando este código. 


Cuando llegamos a este artículo nos encontramos con dos posiciones diferentes y, la 
nuestra, estuvo en minoría, razón por la cual ambas posturas se mantuvieron hasta este momento. Tan 
así es que el proyecto de ley que se somete a consideración de esta Comisión es el original de la 
Comisión Redactora y no el sustitutivo presentado por nuestra parte. La razón por la cual solicitamos 
un cuarto intermedio antes de dar la aprobación del proyecto de ley fue poder decidir si ingresábamos 
en la discusión de este tema, o no, y respaldábamos el proyecto que había preparado la Subcomisión, 
que no contaba con nuestra aquiescencia. 


La introducción de la palabra «fundada», matiza lo que ha propuesto la Comisión Redactora 
y la Subcomisión, pero a nuestro juicio eso no va en línea con lo que quisiéramos, escenario que 
fundamentamos para la propuesta sustitutiva. Quiero solicitar a la Presidencia de la Comisión que a 
través de la Secretaría se haga llegar dicha propuesta a todos sus miembros. También proponemos 
que se fije una nueva instancia de reunión de esta Comisión para tratar este tema, en el marco de la 
aprobación del proyecto. 


Hubiéramos querido que todos los artículos se aprobaran por unanimidad; no fue así en este 
caso. Antes de solicitar el cuarto intermedio adelanté que posiblemente se podía llegar a un acuerdo 
porque pensábamos que esa posición era la de todo el Partido Nacional. Por otro lado, la advertencia 
que nos hace el señor Senador Gallinal para reflexionar sobre el tema la vamos a tener todos. 


Advierto que si no legislamos sobre la materia, el régimen actual permite la intervención de 
las comunicaciones, y esto se ha fundamentado en la Subcomisión con mucha certeza. Entonces, se 
debe prohibir o transitar por un régimen que otorgue garantías. Incluso, voy más allá de lo que 
señalaba el señor Senador Gallinal. Estamos viviendo un momento en el que no sabemos hasta dónde 
van a llegar los adelantos en cuanto a la tecnología y en un escenario internacional de situaciones ya 
denunciadas de ciberespionaje. Incluso, no sabemos si existen otras denuncias que no hayan sido 
planteadas o no sabemos si se está realizando esa labor de espionaje o inteligencia sin que la persona 
involucrada se dé cuenta. 


SEÑOR GALLINAL.- Perdón, señor Senador: ya no son solo denunciadas, sino que están 
reconocidas. 


SEÑOR LÓPEZ GOLDARACENA.- Es así, señor Senador. 


Entonces, dejaría abierta una ventana: en una legislación de la región se está incorporando 
la posibilidad de autorizar la interceptación de comunicaciones de las altas autoridades nacionales, 
más allá de que el argumento es claro, es decir, la investigación de un delito. De todas formas, ya 
sabemos que la política puede transitar -mucho más en las relaciones internacionales que pueden ser 
conflictivas- por una vía de judicialización. Todos estos elementos fueron analizados y debatidos en la 
Subcomisión, con mucha sinceridad y, en lo personal, con muchas dudas, porque están los 
fundamentos del sistema republicano, del funcionamiento del Estado de Derecho Republicano, y el 
sistema de persecución penal no puede dejar lagunas de impunidades. Pero existen situaciones que ya 
están previstas en la Constitución de la República con responsabilidades políticas pero, además, con 
mecanismos especiales para poder hacer valer las responsabilidades jurídicas en caso de delito. 


Podemos ahondar en los fundamentos, tanto de un lado como del otro y quizás puede 
suceder, como ocurrió en la consideración de muchos de los artículos -no me refiero a algunas 
cuestiones técnicas- que a quien habla terminaron convenciendo las posturas de los colegas; y creo 
que nosotros tuvimos la aptitud para poder cambiar alguna postura. O sea, hubo una actitud 
completamente abierta para llegar al mejor Código posible. De todas maneras, creo que sobre este 
punto no tenemos pleno convencimiento sobre cuál sería la mejor solución. 


Voy a proponer que se fije una nueva sesión de la Comisión -no de la Subcomisión- para 
abordar el tema del Código del Proceso Penal y tal como se iba a proceder hoy, se pasen a votar los 
artículos, pero tratando de encontrar una solución que pueda ser de consenso en relación a este punto. 


Nada más. 


SEÑOR MICHELINI.- Me sumo a la propuesta de contar con una semana más de reflexión. Parecería 
lógico que se aprobara porque hay acuerdo en casi la totalidad del contenido del Código, aunque 
faltaría este artículo. 


Mi preocupación es la siguiente. Aunque el Fiscal y el Fiscal de Corte siempre deban 
proceder de manera fundada, me preocupa que con el correr del tiempo no haya exigencias y 
terminemos en situaciones de pesca. No estamos hablando del caso de un Fiscal que le pide a un Juez 
intervenir el teléfono de una persona, y resulta que quien lo llama es una autoridad nacional y la 
investigación lleva a que dicha autoridad pueda ser pasible de responsabilidad penal; repito que no 
estamos hablando de eso. Si hay una investigación con escucha telefónica, hay una autoridad nacional 
que llama a una persona y toda la situación implica un involucramiento, el Fiscal hará su investigación 
y luego el Juez tomará los recaudos necesarios, se establecerán las correspondientes 
responsabilidades e, incluso, si se llega al caso de pedir que se levanten los fueros para juzgarla, así 
se hará. De lo que se trata aquí es de habilitar un mecanismo que, usado con exigencia, no debería 
generar mayores problemas, pero en la medida en que con el correr del tiempo ciertas exigencias se 
caigan, podríamos caer en lo que se llama cuestión de pesca, que tanto combatimos en otra área, en 
otra Comisión cuando el tema se discutió en el Senado. Me refiero a los informes vinculados al tema 
impositivo que se piden desde otros países. En esos casos, la autoridad impositiva de Uruguay solicita 
que se fundamente; no se trata de que se diga «quiero ver los impuestos», sino que se pide saber «por 
qué causa, por qué razón o circunstancia» y si se agotaron todas las posibilidades en el país de origen 
para conocer la información que se está pidiendo. ¡Somos tan celosos, tan cuidadosos con respecto a 
esos aspectos y parece que no lo somos para que se termine cayendo en una situación de pesca en el 
futuro en lo que respecta a esta temática! 


En definitiva, sería bueno que tuviéramos una semana más de reflexión, porque estos temas 
necesitan grandes consensos. Además, el país está pasando por una situación muy particular, ya que 
elige sus máximas autoridades. Obviamente, una cosa son los grandes gestos compartidos, 
mayoritarios, unánimes, pero otra muy distinta son aquellos que no cuentan con esas características, 
porque llevan a reflexiones distintas. Como la Subcomisión planteaba este artículo, lo modificamos de 
determinada forma, pero si encontramos eco, ya sea para este texto presentado por el señor Senador 
López Goldaracena como para otro similar -no tiene por qué ser exactamente esta redacción- y hubiera 
un apoyo importante o unánime, creo que en una semana podremos ver si eso es así. 


SEÑOR GALLINAL.- Quisiera hacer un pequeño agregado. 


Estamos en la Sección XV, que habla sobre la intervención de comunicaciones. Si leemos 
con atención el artículo 210.1 veremos que, prácticamente, es mucho más exigente que el 212.1. 
Entonces, cuando se agrega la resolución fundada del Fiscal, sigue siendo menor en cuanto a 
exigencias que la planteada en el artículo 210.1, que es mucho más general. 


SEÑOR DA ROSA.- El artículo 212 fue uno de los últimos temas en los que estuvimos buscando la 
forma -incluso, hasta en la mañana de hoy- de ir avanzando. Había una cantidad de artículos que 
fueron postergados y discutidos posteriormente, los que fueron disminuyendo en algunos casos porque 
se lograron transacciones en la redacción y en otros, porque la iniciativa fue retirada. En fin, tratamos 
de ir logrando acuerdos para tener una redacción de consenso. Pero este artículo, no diría que fue 
provocando un desacuerdo, sino que nos fue generando una gran duda sobre cuál era el alcance que 
le teníamos que dar. 


Recuerdo que en la mañana de hoy manejamos la idea de que esto fuera restringido. Hay 
que partir de la base que tenemos los dos extremos: o no decimos nada -en ese caso se aplica el 
artículo 210 tal cual está redactado desde el Presidente de la República hasta el último vecino del país- 
o establecemos prohibiciones. Ahora, si establecemos prohibiciones, estas deben tener un criterio 
restringido. En ese sentido, dije que podíamos limitarlo exclusivamente a las principales cabezas de los 
poderes del Estado que son: el Presidente de la República y el Vicepresidente de la República, 
Senadores y Diputados, y a los Ministros de la Suprema Corte de Justicia. Allí mismo, el señor Senador 
Pasquet me planteó qué pasaría en el caso de los Ministros del Tribunal de lo Contencioso 
Administrativo que en el área administrativa ocupan un rango similar al de la Suprema Corte de Justicia 
y, seguidamente, el señor Senador López Goldaracena me preguntó qué pasaba con los miembros de 
la Corte Electoral que son la autoridad máxima en el funcionamiento de la justicia electoral. 


Este es un tema que no es nada sencillo porque no sabemos hasta dónde comprimirlo o 
extenderlo. Por ejemplo, la redacción que acercó el señor Senador López Goldaracena prohíbe una 
cantidad de instituciones y yo me pregunto: ¿por qué no están los Intendentes de los Gobiernos 
Departamentales, si se incluye a los miembros del Tribunal de Cuentas y a los Directores del Instituto 
Nacional de Derechos Humanos? También alguien se puede preguntar qué pasa con los Ediles y los 
Presidentes de las Juntas Departamentales. Es decir, es un tema que si lo ensanchamos nos genera 
problemas porque vamos alcanzando límites que no tenemos claro cuáles son, y si lo comprimimos 
tampoco es algo sencillo de establecer. Acá está en juego la institucionalidad, así como caros principios 
republicanos. 


Tal vez sea prudente que nos tomemos algunos días más. Creo que va a llegar el próximo 
martes y vamos a seguir teniendo grandes dudas sobre este tema. Nosotros los Legisladores tenemos 
la obligación de legislar. En la realidad de los hechos -creo que lo mencioné más de una vez- de 
acuerdo con la tecnología que hoy existe, sin importar lo que diga la norma, si pinchan un teléfono, 
escuchan lo que quieren. El problema es que nosotros tenemos que legislar y establecer cuáles cosas 
son válidas y cuáles no lo son, sobre todo si se va a utilizar como elemento probatorio en un proceso. 


El tema no es sencillo, pero comparto la idea de que nos tomemos una semana más para 
que se puedan analizar otros aspectos del Código. Este es un tema largo y complejo. 


Como decíamos hoy, en la medida en que uno lee y relee siempre encuentra algo que no le 
gusta porque es así y porque siempre el punto de vista personal, aunque le parezca que sea el mejor, 
no necesariamente lo comparten los demás. 


Sugiero, pues, que nos tomemos una semana para analizar ese tema que, a mi juicio, es uno 
de los más delicados. Al cabo de ese tiempo, si estamos en condiciones, le buscamos una redacción 
sustitutiva, confirmamos esta redacción o no incluimos nada. Me parece que eso es lo prudente en este 
caso. 


Muchas gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Naturalmente, no me opongo a que este tema quede pendiente para la 
semana próxima, pero quiero dar mis argumentos. 


Me encontré con esta cuestión cuando integraba la entonces Comisión Redactora del 
Anteproyecto de Reforma del Código del Proceso Penal, pues en su seno se planteó el tema y dio 
lugar a extensas consideraciones porque todos veíamos los mismos elementos que se han expuesto 
aquí. Al final de la reflexión, estábamos en lo siguiente. 


En primer lugar, se puede investigar a cualquier habitante de la República como lo dicen las 
demás normas de estas Secciones. Por lo tanto, si no hay otra norma que diga lo contrario, las altas 
autoridades también pueden ser investigadas; no decimos nada y esto mismo se aplica absolutamente 
a todos. La opción es prohibir que se investigue a determinadas autoridades -Presidente, 
Vicepresidente, en fin, el elenco que se quiera establecer- en caso de que se sospeche que han 
cometido o puedan cometer delitos, o crear un régimen especial distinto del general con más garantías. 
Pero esta alternativa me parece francamente inadmisible: crear una categoría de ciudadanos no 
investigables por este medio me parece que chocaría con la sensibilidad democrática de los 
uruguayos. Si dijéramos «no se puede investigar a todo este elenco» -porque no es solo el Presidente, 
ya que después vienen el Vicepresidente, los Senadores, los Diputados, etcétera- aunque no nos guste 
y nos moleste -a mí me molesta francamente- seguramente dirían: «la clase política no quiere que se le 
investigue» y de ahí para abajo. 


¿Podríamos decir que el sistema constitucional nos da ese amparo? No, no podemos porque 
la Constitución permite que los gobernantes sean investigados. Si bien establece un procedimiento 
especial para separarlos de sus cargos y someterlos a juicio, se los puede investigar. Cualquier 
Juzgado de la República, sin pedir permiso a nadie, puede recibir denuncias o testimonios contra el 
Presidente de la República o quien fuere. 


SEÑOR DA ROSA.- Por eso mismo existe la institución de los fueros. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La investigación siempre es posible. Este es un medio que ha aportado la 
tecnología -antes no existía- que permite que la investigación se haga de manera especialmente 
invasiva de la intimidad y también especialmente eficaz. Esta es la gran herramienta que utilizan, por 
ejemplo, los Juzgados Penales Especializados del Crimen Organizado. Se puede investigar a los 
gobernantes -hay formalidades especiales para luego concretar la acusación y seguir adelante- por lo 
que prohibirla nos colocaría en la peor situación frente a la opinión pública. Hay que atenderla porque 
este Código es una obra política y la gente debe estar convencida de que es bueno para que sea 
aceptado y dure en el tiempo. 


¿Cuál es la otra alternativa? La que finalmente se escogió en la redacción del anteproyecto 
de ley y venía prosperando hasta ahora, dotándola de formalidades especiales. ¿Cuáles? La previa 
autorización del Fiscal de Corte que, en definitiva, es un alto funcionario que ingresa a su cargo previa 
venia del Senado. 


Esa garantía tiene dos características: por un lado, es una protección que se da a los 
gobernantes y, por otro, es una protección que no desnaturaliza la investigación. Por ejemplo, si 
dijéramos que esto solo se podrá hacer previa autorización del Fiscal de Corte y sometiendo el asunto 
a la Suprema Corte de Justicia, estaríamos creando un mecanismo muy pesado que haría 
impracticable la investigación. Entonces, sería lo mismo que prohibir la investigación solo que de 
manera menos directa, más alambicada. 


Francamente no me parece que esa pudiera ser una buena solución. Creo que la 
investigación tiene que ser posible con las formalidades del caso. Eso es lo máximo que puede pedir 
cualquier gobernante, porque la posibilidad de hecho de intervenir sus teléfonos, espiar lo que hace o 
deja de hacer, ya existe. Tal como muestran los casos de notoriedad en el mundo, los servicios que 
cuentan con las herramientas adecuadas, lo hacen sin respetar absolutamente nada. Entonces, si se 
quiere que todo esto pueda llegar a un juicio y hacer efectiva la responsabilidad penal de alguien, hay 


que someterlo a determinadas garantías y formalidades. Me parece que es lo que republicanamente 
podemos hacer. 


Insisto, entiendo que está bien y estoy dispuesto a votarlo tal como está con el agregado de 
«Senadores y Diputados». Naturalmente, no tengo ningún inconveniente en postergar la votación del 
proyecto de ley hasta la próxima semana. 


Se levanta la sesión. 


(Es la hora 16 y 1 minuto.) 


Linea del vie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


